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TEMA	1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO	I.	CONCEPTO,	CLASES	Y	ELEMENTOS.

1.‐	CONCEPTO	DE	ACTO	ADMINISTRATIVO

Puede definirse al acto administrativo como cualquier declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento
o de juicio realizada por un órgano de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrati-
va. Y también, de una forma más breve, como acto jurídico realizado por la Administración con arreglo al
Derecho Administrativo. O como toda declaración jurídica, unilateral y ejecutiva, en virtud de la cual la
Administración tiende a crear, reconocer, modificar o extinguir situaciones jurídicas objetivas.

La Ley 39/2015 no da un concepto de acto administrativo, si bien el art. 34 da por sentada su existencia
cuando manifiesta que “Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo que “El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”. Establecido el concepto, se pueden señalar las siguien-
tes características de los actos administrativos:

1ª.- El acto administrativo es un acto jurídico: consiste en una declaración, lo que excluye las actividades
materiales de la Administración (actividades instrumentales como una llamada por teléfono, un requeri-
miento de documentación, el otorgamiento de un plazo, etc).

2ª.- La declaración puede ser de voluntad, de juicio, de conocimiento y de deseo:

-Entre las declaraciones de voluntad están las autorizaciones o licencias (permiten realizar una
actividad o una obra), las sanciones o prohibiciones, etc.

-Entre las declaraciones de juicio se pueden citar los actos consultivos, los informes, los actos de
intervención y fiscalización financiera, etc.

-Entre las declaraciones de conocimiento están los certificados, las anotaciones o registro de títulos,
los levantamientos de actas, etc.

-Como declaraciones de deseo están las propuestas o peticiones de un órgano a otro.

3ª.- El acto administrativo ha de proceder de una Administración, lo que implica que no puedan ser
considerados actos administrativos:

-Los actos políticos del Gobierno.
-Los actos jurídicos del interesado.
-Los actos de ejecución material dictados por el Poder Legislativo o Judicial.
-Los contratos o convenios, por derivar de un acuerdo de voluntades y no sólo de la Administración.
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TEMA	2.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO	II.
EFICACIA	DE	LOS	ACTOS.	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD.

1.‐	EFICACIA	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.- CONCEPTO

La eficacia es la capacidad de la Administración de llevar hasta el final, con todas sus consecuencias, la
ejecución de un acto administrativo. Ahora bien, los actos administrativos que dicta la Administración no
tienen por qué ser válidos, pueden haber incurrido en vicios que hagan que no le sean. Al ser eficaces desde
la fecha en que son dictados, el administrado que observe la existencia de un vicio se verá obligado a impug-
narlo, bien en vía administrativa o en vía contencioso-administrativa, según proceda.

En cuanto a la validez, un acto se considera válido cuando reúne todos los elementos exigidos por el ordena-
miento jurídico.

Los vicios de invalidez se clasifican en nulos o anulables, entendiéndose también por la doctrina la existencia
de una tercera categoría de actos inválidos denominados “irregulares”, todos los cuales se expondrán más
adelante.

1.2.- PRESUNCIÓN DE VALIDEZ Y EFICACIA INMEDIATA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

Estos dos caracteres predicables de los actos administrativos reflejan una vez más las potestades exorbitan-
tes que se reconocen a la Administración Pública; los actos administrativos se presumen válidos y son
eficaces desde el mismo momento de su producción.  Su regulación fundamental se establece en los artículos
38 y 39 de la Ley 39/2015:

Art.	38.‐	Ejecutividad:	“Los	actos	de	las	Administraciones	Públicas	sujetos	al	Derecho	Administrativo	serán
ejecutivos	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	esta	Ley”.

Este artículo afirma el carácter ejecutivo del que gozan los actos administrativos. Es decir, la Administra-
ción no sólo tiene facultad para declarar unilateralmente una situación, derecho, etc., sino que al mismo
tiempo se le reconoce la potestad de llevarla a cabo, de materializarla, incluso contra la voluntad del
particular, por sus propios medios sin auxilio jurisdiccional (ejecutoriedad). Este es uno de los elementos
que el Derecho Administrativo define como facultades exorbitantes de la Administración, cuando actúa
ostentando potestades administrativas. Hay sin embargo una confusión muy habitual entres dos concep-
tos, nos referimos a los términos ejecutividad y ejecutoriedad de los actos administrativos. La ejecutivi-
dad del acto administrativo es la cualidad jurídica que todo acto tiene, de habilitar a la Administración
para proceder a realizar los actos y operaciones necesarias que su ejecución comporta; equivale, por
tanto, a la condición del acto como “título ejecutivo” a favor de la Administración; en tanto que la ejecuto-
riedad es solo la cualidad propia de algunos actos (los que imponen deberes positivos o negativos a
terceros, cuando no los cumplan o resistan su cumplimiento, y presupone, por tanto, que el acto sea
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TEMA	3.‐	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.
FASES:	INICIACIÓN,	ORDENACIÓN	INSTRUCCIÓN	Y	FINALIZACIÓN.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO

1.1.- CONCEPTO Y NATURALEZA

DEFINICIÓN DE PROCEDIMIENTO: La definición habitual puede ser bien el método para ejecutar algunas
cosas, o bien la actuación que se lleva a cabo mediante trámites administrativos o judiciales.

DEFINICIÓN DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: La Exposición de Motivos de la Ley de Procedimiento
Administrativo de 1958 lo definió como “cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y de una forma más concisa, el artículo 105.c) CE lo define
indirectamente como “procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	administrativos”.

Recientemente la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Admi-
nistraciones Públicas, lo define como el conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente
realizadas, según el cauce legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad
de la Administración.

El procedimiento administrativo es, en definitiva, la forma en que han de producirse los actos adminis-
trativos, que deberán ajustarse al procedimiento establecido. Como consecuencia de los pasos y resulta-
dos obtenidos en las distintas fases del procedimiento se forma un expediente, en el que figuran los
diferentes documentos generados, que habitualmente son escritos. El expediente será la base que
permitirá llegar a una resolución final, que contiene la decisión de la Administración.

CONCEPTO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN.- El artículo 149.1.18. de la Constitución
distingue entre las bases del régimen jurídico de las administraciones públicas, que habrán de garantizar
al administrado un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio
de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas y el sistema
de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas.

La Ley 39/2015 recoge esta concepción constitucional de distribución de competencias y regula el
procedimiento administrativo común, de aplicación general a todas las Administraciones Públicas y fija
las garantías mínimas de los ciudadanos respecto de la actividad administrativa. Esta regulación no agota
las competencias estatales o autonómicas de establecer procedimientos específicos por razón de la
materia que deberán respetar, en todo caso, estas garantías. La Constitución establece la competencia
de las Comunidades Autónomas para establecer las especialidades derivadas de su organización propia
pero además, como ha señalado la jurisprudencia constitucional, no se puede disociar la norma sustanti-
va de la norma de procedimiento, por lo que también ha de ser posible que las Comunidades Autónomas
dicten las normas de procedimiento necesarias para la aplicación de su derecho sustantivo, pues lo
reservado al Estado no es todo procedimiento sino sólo aquél que deba ser común y haya sido estableci-
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TEMA	4.‐	REVISIÓN	DE	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA	I:	REVISIÓN	DE	OFICIO.

1.‐	INTRODUCCIÓN

La relación jurídica que liga a la Administración con el ciudadano está presidida por una idea de prerrogativa
favorable a la Administración, en razón de los intereses generales que tutela. Para garantizar la igualdad en
las relaciones entre la Administración y los ciudadanos se han creado, básicamente, tres técnicas: el procedi-
miento administrativo, el sistema de recursos, y el control de la legalidad por jueces y Tribunales.

La revisión de un acto administrativo puede ser promovida por tanto por un ciudadano, en sentido amplio,
como por una Administración Pública distinta de la autora del acto, o por la Administración autora del acto,
en cuanto gestora directa del interés general. En este último caso estamos en presencia de lo que se llama
revisión de oficio, que incluye la revisión de actos nulos y la revisión de actos anulables. En el primer caso
(revisión promovida por un ciudadano), y dentro de la vía administrativa, estaríamos ante los llamados
recursos administrativos.

2.‐	LA	REVISIÓN	DE	OFICIO

Revisión de disposiciones y actos nulos.- Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciati-
va propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los
actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en
plazo, en los supuestos de nulidad de pleno derecho.

Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable
del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán
declarar la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos de nulidad de pleno derecho
las disposiciones administrativas.

El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite
de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de
Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto
de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la
misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstan-
cias previstas legalmente, sin perjuicio de que -tratándose de una disposición- subsistan los actos firmes
dictados en aplicación de la misma.

Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su
inicio sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado
a solicitud de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo.
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TEMA	5.‐	REVISIÓN	DE	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA	II:
RECURSOS	ADMINISTRATIVOS	DE	ALZADA,	POTESTATIVO

DE	REPOSICIÓN	Y	EXTRAORDINARIO	DE	REVISIÓN.

1.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.- CONCEPTO Y CARACTERES

Un recurso administrativo puede definirse como la impugnación de un acto administrativo ante un órgano
de este carácter. Así, los recursos administrativos son actos del ciudadano mediante los que éste pide a la
propia Administración la revocación o reforma de un acto administrativo (o de una disposición de carácter
general de rango inferior a la Ley), en base a un título jurídico específico.

Junto a esta definición inicial de los recursos administrativos hay que recoger la existencia en nuestro
sistema jurídico de un doble sistema de recursos, que reconoce a los destinatarios de los actos administrati-
vos la posibilidad de impugnarlos ante la propia Administración que los dictó o ante los Tribunales de
Justicia, en este caso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Duplicidad de recursos, administrativos
y jurisdiccionales, que constituyen en principio una doble garantía para los ciudadanos y que generalmente
no tiene carácter alternativo sino acumulativo o sucesivo: el acto o disposición, unas veces puede otras debe,
ser impugnado primero ante la propia Administración que lo dictó y sólo después, desestimada expresa o
tácitamente aquella primera impugnación, puede plantearse una segunda ante los Tribunales contencio-
so-administrativos.

Así pues, los rasgos fundamentales de los recursos administrativos y que caracterizan en nuestro ordena-
miento el sistema de recursos, son:

-Su finalidad impugnatoria de actos o disposiciones que se estimen contrarios a derecho.

-El papel de garantía de los ciudadanos frente a la Administración.

-Su concepción como trámite previo, unas veces potestativo, otras preceptivo o previo de la impugnación
ante los  Tribunales contencioso-administrativos.

1.2.- PRINCIPIOS GENERALES

Objeto y clases.- Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirecta-
mente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen
indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los intere-
sados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos
de nulidad o anulabilidad previstos en esta Ley.

La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración
en la resolución que ponga fin al procedimiento.
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TEMA	6.‐	FORMAS	DE	LA	ACCIÓN	ADMINISTRATIVA:
FOMENTO,	POLICÍA	Y	SERVICIO	PÚBLICO.

1.‐	PROCEDIMIENTOS	Y	FORMAS	DE	LA	ACCIÓN	ADMINISTRATIVA

En términos generales, cuando se habla de clases o formas de actividad administrativa se está haciendo
referencia a los comportamientos de las Administraciones Públicas en el cumplimiento de los fines que
tienen asignados: actividades o comportamientos cada uno de ellos con un régimen jurídico diferenciado.

 En relación con la tipología clásica –policía, fomento y servicio público- esta clasificación responde a los
distintos efectos que cada una de estas actividades administrativas puede producir en el ámbito de libertades
y derechos de los ciudadanos. Así, por una parte, se habla de actividad administrativa de policía para referir-
nos a aquella actividad de las Administraciones Públicas que restringe, de una forma u otra, la libertad, los
derechos o la actividad misma de los particulares; se habla, por otra parte, de la actividad administrativa de
fomento para referirnos a aquella actividad de las instancias administrativas que incentivan y estimulan,
mediante premios, becas, ayudas económicas, subvenciones u otras medidas, el ejercicio de la actividad
privada con la finalidad de orientarla a la consecución de determinados fines públicos o de interés general;
y, por último, se habla también de la actividad administrativa de servicio público o de actividad de prestación
para hacer referencia a aquella actividad de las Administraciones Públicas mediante la que se prestan a los
ciudadanos concretos servicios esenciales para la comunidad (como, por ejemplo, prestaciones sanitarias,
docentes, culturales, de transportes y comunicaciones, suministros energéticos, etc.). 

Ahora bien, las formas de actividad administrativa han sufrido a lo largo del tiempo una evolución considera-
ble, lo que implica que la tipología clásica de actividad administrativa de policía, de fomento y de servicio
público no tenga en la actualidad el mismo significado que tenía en su origen. Hoy día existen otras formas
diferentes de actividad administrativa, como por ejemplo la denominada “actividad administrativa arbitral”,
difícilmente encuadrables en dicha trilogía. 

Clasificación material o finalista.- Mediante esta clasificación, se buscaría realizar la sistematización de las
normas administrativas atendiendo al sector o materia y a los fines a que se dirigen: mantenimiento del
orden público o promoción del bienestar de la población. Se trataría de una cuestión más política que
jurídica puesto que hace mayor hincapié en los fines que los poderes públicos atienden: sanidad, educa-
ción, industria, seguridad ciudadana, etc. Lo cual marca la carga ideológica de cada organización política
al identificarse las tendencias hacia mayor intervención o a la inhibición pública respetando la iniciativa
privada.

A pesar de la objeción mencionada, esta clasificación es útil para agrupar de manera ordenada las
normas o fines por los objetos materiales o los fines que se persigue mediante la acción administrativa.

Incidencia sobre la libertad y derechos de los particulares.- No basta una clasificación basada en materias
o fines para sistematizar dentro de cada una de las materias la actuación administrativa y las normas que
rigen dicha actualización. Por ello, se requiere la aportación de otros criterios como son los efectos que
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TEMA	7.‐	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	INTRODUCCIÓN

La responsabilidad patrimonial de la Administración aparece de forma muy reciente en el Ordenamiento
jurídico español. Por primera vez se hace una referencia a la responsabilidad patrimonial de la Administra-
ción en el Código Civil de 1889 en sus artículos 1902 y 1903. Sin embargo la redacción de este último
artículo, actualmente modificada, reducía los casos sujetos a protección a aquellos que derivaban de daños
producidos por mandatarios singulares, es decir, de aquellos que no pertenecían a la Administración Pública.

Tras lo mencionado anteriormente sí se realiza una regulación expresa de la responsabilidad patrimonial
de la Administración en la fugaz Constitución republicana de 1931, en la que se consagra dicha responsabili-
dad pero que obtuvo desarrollo legal únicamente en el ámbito local.

Por tanto podemos ver cómo la legislación española al respecto apenas si había evolucionado, pues tenemos
que esperarnos hasta mediados del siglo XX para poder observar de una forma más o menos clara, una
regulación que verdaderamente comience a ser eficaz para servir de garantía del ciudadano frente a los
daños recibidos por la Administración.

Esta regulación que se desarrolla a mediados del siglo ya pasado, se encuentra, en primer lugar, en una ley
especial, la Ley de Régimen Local de 16 de diciembre de 1950, que en su artículo 405 ya instaura una
responsabilidad directa o subsidiaria de los entes locales.

Sin embargo, se produce un cambio radical con la promulgación en el año 1954 de la Ley de Expropiación
forzosa. Esta Ley incorpora al sistema de garantías patrimoniales la indemnización de los daños derivados
de las actuaciones extracontractuales de los poderes públicos, o como dice el artículo 121 de esta misma ley,
los daños causados por el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

Esta Ley de expropiación forzosa junto a dos normativas más, su Reglamento de desarrollo y la Ley de
Régimen Jurídico de la Administración del Estado de 26 de julio de 1957, cambiaron dentro de nuestro
Ordenamiento jurídico administrativo, todo lo referido a la responsabilidad patrimonial de una forma clara
y radical; lo que en un principio obtuvo como respuesta una resistencia en la doctrina y en los propios
tribunales contencioso-administrativos, ya que éstos veían insólito que la Administración estuviera obligada
a indemnizar todo tipo de daños patrimoniales.

Sin embargo con la Constitución se consagra el sistema vigente de la responsabilidad patrimonial, al estable-
cer el art. 106.2 que los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemni-
zados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor,
siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos. El artículo citado fue
desarrollado por la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (Título X, artículos 139 a 146), ley que ha su vez fue complementada en esta materia
por el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad
patrimonial (Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo).
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TEMA	8.‐	EL	DOMINIO	PÚBLICO.
EL	PATRIMONIO	PRIVADO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN.

1.‐	INTRODUCCIÓN

Concepto	y	clases	de	propiedades	administrativas.‐	Para	poder	cumplir	sus	funciones	y	defender	los	intere‐
ses	generales	es	indudable	que	la	Administración	pública	ha	de	disponer	de	medios	materiales	o	bienes
para	realizar	sus	competencias,	aunque	no	todos	ellos	se	hallan	sujetos	a	un	mismo	régimen	jurídico.

Bajo	la	denominación	de	“propiedades	administrativas”	se	suelen	englobar	dos	tipos	o	categorías	funda‐
mentales	de	bienes,	que	están	sometidos	a	una	regulación	diferente	y	sobre	los	que	la	Administración
posee	también	facultades	distintas:

‐Bienes	que	el	Estado	posee	en	un	régimen	análogo	al	de	los	particulares,	sobre	los	que	ejerce	un
dominio	similar	al	de	éstos,	estando	sometidos,	en	general,	al	 régimen	 jurídico‐privado.	Son	 los
denominados	bienes	patrimoniales.

‐Bienes	que	más	directamente	están	vinculados	a	la	satisfacción	de	las	necesidades	públicas,	esto	es,
al	uso	público	o	al	cumplimiento	se	servicios	o	utilidades	públicas,	estando,	por	ello,	sometidos	a	un
régimen	jurídico	especial,	diferente	del	privado.	Son	los	denominados	bienes	de	dominio	público	o
bienes	demaniales,	en	terminología	utilizada	por	la	doctrina	italiana.

Ambas	categorías	tienen	como	rasgo	común	que	su	titularidad	corresponde	a	la	Administración	pública,
pero	mientras	que	el	Patrimonio	o	bienes	patrimoniales	se	considera	suficientemente	protegidos	con
el	régimen	jurídico	establecido	por	el	derecho	privado,	 los	bienes	demaniales,	en	 los	que	el	 interés
público	es	mucho	más	patente,	necesitan	un	régimen	especial	de	utilización	y	protección	exorbitante	del
Derecho	civil.	Por	consiguiente,	Dominio	y	Patrimonio	son	propiedades	administrativas,	en	cuanto	que
su	titularidad	es	administrativa,	pero	con	régimen	distinto.

La	propia	Constitución	instituye	el	régimen	jurídico	de	los	bienes	públicos	en	su	ar.	132:

1.	La	ley	regulará	el	régimen	jurídico	de	los	bienes	de	dominio	público	y	de	los	comunales,	inspirándose
en	los	principios	de	inalienabilidad,	imprescriptibilidad	e	inembargabilidad,	así	como	su	desafectación.

2.	 Son	 bienes	 de	 dominio	 público	 estatal	 los	 que	 determine	 la	 ley	 y,	 en	 todo	 caso,	 la	 zona
marítimo‐terrestre,	 las	playas,	el	mar	territorial	y	los	recursos	naturales	de	la	zona	económica	y	la
plataforma	continental.

3.	Por	ley	se	regularán	el	Patrimonio	del	Estado	y	el	Patrimonio	Nacional,	su	administración,	defensa	y
conservación.

Dicha	regulación	se	otorga	 rango	constitucional	a	 cuatro	clases	de	bienes	públicos,	pues	 junto	a	 la
clasificación	más	importante	(bienes	de	dominio	público	y	bienes	patrimoniales)	se	citan	los	bienes
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TEMA	9.‐	EL	TÉRMINO	MUNICIPAL.
LA	POBLACIÓN	MUNICIPAL.	CONSIDERACIÓN	ESPECIAL	DEL	VECINO.

1.‐	EL	MUNICIPIO

CONCEPTO.‐	El	Municipio	es	la	Entidad	local	básica	de	la	organización	territorial	del	Estado.	Tiene	personali‐
dad	jurídica	y	plena	capacidad	para	el	cumplimiento	de	sus	fines.	De	esta	definición	se	desprenden	las
siguientes	notas:

‐Es	un	Ente	público,	es	decir,	con	personalidad	y	potestades	públicas,	aunque	las	mismas	sean	de
carácter	derivado	y	no	originario.

‐Es	 territorial,	puesto	que	sus	órganos	de	gobierno	 tienen	su	competencia	establecida	sobre	un
territorio	concreto,	que	es	el	término	municipal.

‐Es	primario,	por	cuanto	es	el	primer	Ente	público	territorial	en	el	que	los	ciudadanos	se	organizan
para	la	realización	de	sus	fines	y	la	consecución	de	sus	intereses	comunes.

ELEMENTOS.‐	Son	elementos	del	Municipio:

‐El	territorio.	El	término	municipal	es	el	territorio	en	que	el	Ayuntamiento	ejerce	sus	competencias,	y
estará	formado	por	territorios	continuos,	aunque	se	pueden	mantener	las	situaciones	de	discontinuidad
reconocidas	en	la	actualidad,	siendo	competencia	del	Ayuntamiento	su	división	en	distritos	y	en	barrios,
y	las	variaciones	de	los	mismos.

‐La	población.	El	conjunto	de	personas	inscritas	en	el	Padrón	municipal	constituye	la	población	del
municipio	y,	en	cuanto	tales,	son	los	vecinos	del	mismo.

‐La	organización.	Está	constituida	por	una	serie	de	medios	personales	e	institucionales	(los	órganos	de
gobierno	propiamente	dichos)	o	administrativos	 (el	personal	 al	 servicio	de	 cada	Corporación)	que
desarrollan	las	actividades	propias	del	Municipio	para	que	éste	cumpla	los	fines	que	le	son	propios.

2.‐	EL	TÉRMINO	MUNICIPAL

TÉRMINO	MUNICIPAL.‐	El	término	municipal	es	el	territorio	en	que	el	ayuntamiento	ejerce	sus	competen‐
cias.	Cada	municipio	pertenecerá	a	una	sola	provincia.

CREACIÓN	O	SUPRESIÓN.‐	La	creación	o	supresión	de	municipios,	así	como	la	alteración	de	términos	munici‐
pales,	se	regularán	por	la	legislación	de	las	Comunidades	Autónomas	sobre	régimen	local,	sin	que	la
alteración	de	términos	municipales	pueda	suponer,	en	ningún	caso,	modificación	de	los	límites	provincia‐
les.	Requerirán	en	todo	caso	audiencia	de	los	municipios	interesados	y	dictamen	del	Consejo	de	Estado
o	del	órgano	consultivo	superior	de	los	Consejos	de	Gobierno	de	las	Comunidades	Autónomas,	si	existie‐
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TEMA	10.‐	LAS	LICENCIAS.	NATURALEZA	JURÍDICA.
RÉGIMEN	JURÍDICO	Y	PROCEDIMIENTO	DE	OTORGAMIENTO.

1.‐	LAS	LICENCIAS	Y	AUTORIZACIONES	ADMINISTRATIVAS

La licencia o autorización administrativa es la expresión típica de la intervención de la Administración en
la esfera de la actividad privada, y en los casos establecidos constituye requisito necesario para el ejercicio
de dicha actividad. Las licencias y autorizaciones constituyen actos administrativos mediante los cuales la
Administración Pública autoriza una actividad privada o encauza el ejercicio de esa actividad.

Las licencias y autorizaciones administrativas se integran, como uno de los instrumentos más típicos, en la
actividad de policía, al suponer una remoción de límites para el ejercicio de derechos por los ciudadanos, ya
que algunos de estos derechos -para ser ejercidos en plenitud y válidamente-  necesitan el permiso o la
autorización de la Administración Pública correspondiente, la cual, antes de otorgarlo, comprueba que tales
derechos citados se ejercitarán de acuerdo con la legalidad y de manera adecuada; es decir, suponen un acto
de comprobación previa.

Bajo el término genérico de “autorizaciones” se comprenden una serie de actos administrativos a través de
los cuales se permite a los ciudadanos el ejercicio de un derecho preexistente, previa comprobación de su
adecuación al ordenamiento jurídico vigente. Por lo tanto las autorizaciones no crean derechos sino que
ponen requisitos o condiciones para ejercerlos. Así son autorizaciones los permisos, los visados, las habilita-
ciones, las censuras, las dispensas, las inscripciones, y también las licencias administrativas, término domi-
nante en el ámbito local y medio más utilizado en la Entidades Locales para ejercer la acción de policía, como
expresión típica de la intervención de la Administración en la actividad privada.

Como acto concreto y singular de intervención administrativa de la actividad de los ciudadanos, la licencia
constituye un deber para aquellos y requiere, de modo correlativo, de una norma legal que habilite a la
Administración para poder exigirla, como derivación del principio constitucional de legalidad.

Es decir, existen actividades sometidas legalmente a previa intervención administrativa que autorice su
ejercicio mediante la técnica de la licencia, como acto reglado -no discrecional- de control preventivo,
tendente a garantizar que el uso de un derecho en principio reconocido por el ordenamiento jurídico se ha
de ejercitar de forma armónica con el interés público y la convivencia general.

Con buen criterio, el Tribunal Supremo ha señalado que licencia municipal es, en general, término equivalen-
te al de autorización administrativa, siendo conceptuada como una declaración de voluntad de la Adminis-
tración Pública, con lo que se permite a otro sujeto público o privado el ejercicio de un derecho, del que ya
era titular, previa valoración de la legalidad de tal ejercicio, no implicando tal licencia o autorización una
transferencia de derechos del ente público al sujeto privado, sino la simple eliminación de unas cortapisas
establecidas previamente por el ordenamiento jurídico, al objeto de que el ejercicio de ciertos derechos por
el particular no pueda hacerse sin un cierto control por parte de la Administración.
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TEMA	11.‐	ORDENANZAS	Y	REGLAMENTOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.
PROCEDIMIENTO	DE	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.

1.‐	LA	POTESTAD	NORMATIVA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El	art.	55	del	Real	Decreto	Legislativo	781/1986,	por	el	que	aprueba	el	Texto	Refundido	de	las	disposiciones
legales	vigentes	en	materia	de	Régimen	Local,	establece	que	“en	la	esfera	de	su	competencia,	las	Entidades
locales	podrán	aprobar	Ordenanzas	y	Reglamentos,	y	los	Alcaldes	dictar	Bandos.	En	ningún	caso	contendrán
preceptos	opuestos	a	las	leyes”.

Todo	ello	a	consecuencia	de	la	potestad	reglamentaria	reconocida	a	las	Entidades	Locales	por	el	art.	4	de	la
Ley	7/1985,	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local	(LRBRL).

2.‐	CONCEPTOS	GENERALES

2.1.‐	POTESTAD	REGLAMENTARIA

Las	Ordenanzas	y	Reglamentos	son	la	expresión	concreta	de	la	potestad	reglamentaria	que	se	reconoce	a	las
Entidades	que	integran	la	Administración	local,	consecuencia	de	la	autonomía	de	la	que	gozan.

Se	 denomina	 potestad	 reglamentaria	 al	 poder	 en	 virtud	 del	 cual	 la	 Administración	 dicta	 reglamentos.
Constituye	su	potestad	más	intensa	e	importante,	puesto	que	implica	participar	en	la	formación	del	ordena‐
miento	jurídico.	De	este	modo,	la	Administración	no	es	sólo	un	sujeto	de	Derecho	sometido	como	los	demás
a	un	ordenamiento	que	le	viene	impuesto,	sino	que	tiene	la	capacidad	de	formar,	en	una	cierta	medida,	su
propio	ordenamiento.

El	art.	4.1.a)	LRBRL	atribuye	la	potestad	reglamentaria,	en	todo	caso,	a	los	Municipios,	Provincias	e	Islas	en
su	calidad	de	Administraciones	Públicas	territoriales,	pudiendo	aplicarse	a	las	otras	Entidades	Locales	si	la
legislación	de	las	Comunidades	Autónomas	lo	concreta.

La	potestad	normativa	de	los	Entes	Locales	se	manifiesta	en	normas	jurídicas	de	varias	clases,	que	pueden
clasificarse	de	la	forma	siguiente:

•	Por	el	sujeto	del	que	proceden:

‐De	la	Corporación:	Ordenanzas	y	Reglamentos
‐Del	Presidente:	Bandos

•	Por	la	materia	que	regulan:

‐Ordenanzas	de	policía	y	buen	gobierno
‐Reglamentos	organizativos:	orgánico,	de	funcionarios,	de	régimen	interior	o	de	servicios
‐Bandos	para	casos	de	necesidad	o	urgencia
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TEMA	12.‐	LOS	BIENES	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:
EL	PATRIMONIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	GENERAL	DE	LOS	BIENES	MUNICIPALES

La	Ley	7/1985,	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local,	y	el	Texto	Refundido	de	las	disposiciones	legales
vigentes	en	materia	de	Régimen	Local	(Real	Decreto	Legislativo	781/1986)	configuran	el	régimen	jurídico
del	patrimonio	de	las	entidades	locales	en	los	términos	siguientes.

Patrimonio	y	bienes	locales.‐	El	patrimonio	de	las	Entidades	locales	está	constituido	por	el	conjunto	de
bienes,	derechos	y	acciones	que	les	pertenezcan.

Los	bienes	de	las	Entidades	locales	son	de	dominio	público	o	patrimoniales.

Son	bienes	de	dominio	público	los	destinados	a	un	uso	o	servicio	público.

Son	bienes	de	uso	público	local	los	caminos	y	carreteras,	plazas,	calles.	paseos,	parques,	aguas,	fuentes,
canales,	puentes	y	demás	obras	públicas	de	aprovechamiento	o	utilización	generales	cuya	conservación
y	policía	sean	de	la	competencia	de	la	Entidad	local.

Son	bienes	de	servicio	público	los	destinados	al	cumplimiento	de	fines	públicos	de	responsabilidad	de
las	Entidades	locales,	tales	como	Casas	Consistoriales,	Palacios	Provinciales	y,	en	general,	edificios	que
sean	sede	de	las	mismas,	mataderos,	mercados,	lonjas,	hospitales,	hospicios,	museos,	así	como	los	montes
catalogados	de	propiedad	provincial.

Bienes	comunales.‐	Tienen	la	consideración	de	comunales	aquellos	cuyo	aprovechamiento	corresponda	al
común	de	 los	 vecinos.	 Los	 bienes	 comunales	 y	 demás	bienes	 de	dominio	 público	 son	 inalienables,
inembargables	e	imprescriptibles	y	no	están	sujetos	a	tributo	alguno.

Bienes	patrimoniales.‐	Son	bienes	patrimoniales	o	de	propios	los	que,	siendo	propiedad	de	la	Entidad	local,
no	estén	destinados	a	uso	público	ni	afectados	a	algún	servicio	público	y	puedan	constituir	fuente	de
ingresos	para	el	erario	de	la	Entidad.	Los	bienes	patrimoniales	se	rigen	por	su	legislación	específica	y,
en	su	defecto,	por	las	normas	de	Derecho	privado.

Toda	enajenación,	gravamen	o	permuta	de	bienes	inmuebles	habrá	de	comunicarse	al	órgano	competen‐
te	de	la	Comunidad	Autónoma.	Si	su	valor	excediera	del	25%	de	los	recursos	ordinarios	del	presupuesto
anual	de	la	Corporación	requerirá,	además,	autorización	de	aquél.

Los	bienes	inmuebles	patrimoniales	no	podrán	cederse	gratuitamente	salvo	a	Entidades	o	Instituciones
públicas	y	para	fines	que	redunden	en	beneficio	de	los	habitantes	del	término	municipal,	así	como	a	las
instituciones	privadas	de	interés	público	sin	ánimo	de	lucro.
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TEMA	13.‐	LEY	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	OBJETO	Y	ÁMBITO
DE	APLICACIÓN.	DELIMITACIÓN	DE	LOS	TIPOS	CONTRACTUALES.

DISPOSICIONES	GENERALES.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.‐	CONCEPTO	CIVIL	DE	CONTRATO

El	origen	y	esencia	de	los	contratos	administrativos	está	en	el	contrato	civil	o	privado.	Según	el	art.	1089	del
Código	Civil,	"las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así	pues,	jurídicamente,	las	obligaciones	nacen,	bien	por	imposición	de	una	Ley,	o	bien	por	la	propia	voluntad
de	una	persona	de	contraer	obligaciones	respecto	de	otra,	mediante	un	contrato.

El	contrato	se	configura	así	como	una	de	las	fuentes	de	obligaciones	jurídicas	y,	en	este	sentido,	el	propio
Código	Civil,	en	su	art.	1254,	 lo	define	diciendo	que	"el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora	bien,	quizás	con	esta	definición	no	quede	aún	perfectamente	delimitado	el	concepto	de	contrato,	en
un	sentido	jurídico	estricto,	que	permita	diferenciar,	nítidamente	y	con	carácter	general,	un	contrato	de	lo
que	sería	un	simple	acuerdo	de	voluntades	carente	de	tal	naturaleza.

Teniendo	en	cuenta	el	conjunto	del	articulado	del	Código	Civil	al	respecto,	los	matices	que	realmente	definen
a	un	acuerdo	de	voluntades	como	un	contrato	radican	fundamentalmente	en	lo	siguiente:

‐Se	ha	de	producir	un	 intercambio	de	obligaciones	 recíprocas	 entre	 las	partes	 intervinientes	 en	el
contrato.

‐La	autonomía	de	 la	voluntad	de	 las	partes	está	condicionada	por	una	serie	de	normas	de	carácter
público,	tendentes	a	proteger	tanto	los	derechos	de	los	contratantes	como	los	intereses	generales	de	la
sociedad.

En	definitiva,	y	en	un	sentido	amplio,	se	puede	definir	al	contrato	como	un	acuerdo	entre	partes	del	que
nacen	obligaciones	recíprocas	y	para	el	que,	dada	su	trascendencia	social	y	económica,	la	Ley	establece	unas
normas	y	unas	consecuencias	jurídicas.

1.2.‐	MODALIDAD	DE	LOS	CONTRATOS

Existen	dos	grandes	grupos	en	los	que	se	suelen	englobar	las	distintas	modalidades	de	contratos,	en	función
de	los	sujetos	que	en	él	intervienen	y	de	la	normativa	que	les	es	de	aplicación:
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TEMA	14.‐	FUNCIONAMIENTO	DE	LOS	ÓRGANOS	COLEGIADOS	LOCALES.
CONVOCATORIA	Y	ORDEN	DEL	DÍA.	ACTAS	Y	CERTIFICADOS	DE	ACUERDO.

1.‐	FUNCIONAMIENTO	DEL	PLENO

La	materia	de	este	 tema	está	regulada	por	el	Reglamento	de	Organización,	Funcionamiento	y	Régimen
Jurídico	de	las	Entidades	Locales	(Real	Decreto	2568/1986,	de	28	de	noviembre),	dictado	en	cumplimiento
de	lo	dispuesto	en	la	disposición	final	primera	de	la	Ley	7/1985,	de	2	de	abril,	Reguladora	de	las	Bases	del
Régimen	Local.	Dicha	disposición	estableció	que	el	Gobierno	de	la	nación	deberá	actualizar	y	acomodar	a	lo
dispuesto	en	la	misma,	entre	otros,	el	Reglamento	de	organización,	funcionamiento	y	régimen	jurídico	de
las	Corporaciones	locales	aprobado	por	Decreto	de	17	de	mayo	de	1952,	con	las	modificaciones	de	que	haya
sido	objeto	en	disposiciones	posteriores.

1.1.‐	RÉGIMEN	DE	SESIONES

CLASES	DE	SESIONES

1.	Las	sesiones	del	Pleno	pueden	ser	de	tres	tipos:

a)	Ordinarias
b)	Extraordinarias
c)	Extraordinarias	de	carácter	urgente

SESIONES	ORDINARIAS

Son	sesiones	ordinarias	aquellas	cuya	periodicidad	esta	preestablecida.	Dicha	periodicidad	será	fijada	por
acuerdo	del	propio	Pleno	adoptado	en	sesión	extraordinaria,	que	habrá	de	convocar	el	Alcalde	o	Presidente
dentro	de	los	treinta	días	siguientes	al	de	la	sesión	constitutiva	de	la	Corporación	y	no	podrá	exceder	del
límite	trimestral.

SESIONES	EXTRAORDINARIAS

Son	sesiones	extraordinarias	aquellas	que	convoque	el	Alcalde	o	Presidente	con	tal	carácter,	por	iniciativa
propia	o	a	solicitud	de	 la	cuarta	parte,	al	menos,	del	número	 legal	de	miembros	de	 la	Corporación.	Tal
solicitud	habrá	de	hacerse	por	escrito	en	el	que	se	razone	el	asunto	o	asuntos	que	 la	motiven,	 firmado
personalmente	por	todos	los	que	la	suscriben.

La	relación	de	asuntos	incluidos	en	el	escrito	no	enerva	la	facultad	del	Alcalde	o	Presidente	para	determinar
los	puntos	del	Orden	del	día,	si	bien	la	exclusión	de	éste	de	alguno	de	los	asuntos	propuestos	deberá	ser
motivada.
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TEMA	15.‐	HACIENDAS	LOCALES	I:	CLASIFICACIÓN	DE	LOS	INGRESOS.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.‐	CONCEPTOS	GENERALES	Y	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES

El	concepto	de	"Hacienda	de	las	Entidades	Locales"	se	corresponde	con	el	de	las	facultades	atribuidas	a	las
mismas	en	orden	al	establecimiento,	regulación,	gestión	y	recaudación	de	tributos,	así	como	a	la	posibilidad
de	obtención	de	otros	ingresos;	todo	ello	orientado	a	disponer	de	medios	económicos	con	los	que	hacer
frente	a	las	necesidades	públicas	locales.

Por	lo	tanto,	la	Hacienda	de	las	Entidades	Locales	presenta	dos	aspectos	distintos:	de	una	parte,	la	obtención
de	ingresos,	y,	de	otra,	la	aplicación	de	los	mismos	a	la	satisfacción	de	las	necesidades.

En	nuestro	Derecho	positivo,	el	término	"Haciendas	Locales"	hace	referencia,	esencialmente,	a	la	vertiente
de	los	ingresos;	es	decir,	a	la	disposición	de	recursos	suficientes	para	el	cumplimiento	de	los	fines	de	las
propias	Entidades	Locales.

El	art.	141	de	la	Constitución	garantiza	la	autonomía	de	los	municipios,	y	el	art.	142	recoge	el	principio	de
suficiencia	de	las	haciendas	locales,	al	establecer	que	las	mismas	deberán	disponer	de	los	medios	suficientes
para	el	desempeño	de	las	funciones	que	la	ley	les	atribuye.

El	principio	de	autonomía,	referido	al	ámbito	de	la	actividad	financiera	local,	se	traduce	en	la	capacidad	de
las	Entidades	 locales	para	gobernar	sus	respectivas	Haciendas.	Esta	capacidad	 implica	algo	más	que	 la
supresión	de	la	tutela	financiera	del	Estado	sobre	el	sector	local	involucrando	a	las	propias	Corporaciones
en	el	proceso	de	obtención	y	empleo	de	sus	recursos	financieros	y	permitiéndoles	incidir	en	la	determinación
del	volumen	de	los	mismos	y	en	la	libre	organización	de	su	gasto,	tal	y	como	ha	declarado	expresamente	el
Tribunal	Constitucional	en	su	labor	integradora	de	la	norma	fundamental.

Por	su	parte,	mediante	el	reconocimiento	de	la	suficiencia	financiera	se	ponen	a	disposición	de	las	Entidades
locales,	entre	otras,	dos	vías	fundamentales	e	independientes	de	financiación,	cuales	son	los	tributos	propios
y	la	participación	en	tributos	del	Estado,	que	por	primera	vez,	van	a	funcionar	integradamente	con	el	objetivo
de	proporcionar	el	volumen	de	recursos	económicos	que	garantice	la	efectividad	del	principio	de	suficiencia
financiera.

Ahora	bien,	no	sólo	se	reconocen	y	se	dotan	de	contenido	los	principios	de	autonomía	y	suficiencia,	sino	que
se	articulan	entre	sí	de	tal	suerte	que	ambos	se	supeditan	mutuamente.	En	efecto,	el	principio	de	autonomía
coadyuva	a	la	realización	material	de	la	suficiencia	financiera	en	la	medida	en	que	ésta	depende	en	gran	parte
del	uso	que	las	Corporaciones	locales	hagan	de	su	capacidad	para	gobernar	sus	respectivas	Haciendas	y,	en
particular,	de	su	capacidad	para	determinar	dentro	de	ciertos	limites	el	nivel	del	volumen	de	sus	recursos
propios.	Por	su	parte,	la	suficiencia	financiera	enmarca	las	posibilidades	reales	de	la	autonomía	local,	pues,
sin	medios	económicos	suficientes,	el	principio	de	autonomía	no	pasa	de	ser	una	mera	declaración	formal.
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TEMA	16.‐	HACIENDAS	LOCALES	II.	ORDENANZAS	FISCALES:	CONTENIDO,
ELABORACIÓN,	PUBLICACIÓN	Y	PUBLICIDAD	DE	LAS	ORDENANZAS	FISCALES.

1.‐	NATURALEZA	JURÍDICA	Y	CONTENIDO	DE	LAS	ORDENANZAS	FISCALES

Siguiendo	la	habilitación	del	art.	106	de	la	LRBRL,	según	el	cual	“las	entidades	locales	tendrán	autonomía	para
establecer	y	exigir	tributos”,	éstas	pueden	ejercer	su	potestad	reglamentaria	en	materia	tributaria	“a	través
de	ordenanzas	fiscales	reguladoras	de	sus	tributos	propios	y	de	ordenanzas	generales	de	gestión,	recaudación
e	inspección”.

De	conformidad	con	el	art.	107.1	LRBRL,	“las	ordenanzas	fiscales	reguladoras	de	los	tributos	locales	comenza‐
rán	a	aplicarse	en	el	momento	de	su	publicación	definitiva	en	el	Boletín	Oficial	de	la	provincia	o,	en	su	caso,	de
la	comunidad	autónoma	uniprovincial,	salvo	que	en	las	mismas	se	señale	otra	fecha”.

Por	su	parte,	el	segundo	apartado	de	dicho	art.	dispone	que	“Las	ordenanzas	fiscales	obligan	en	el	territorio
de	la	respectiva	entidad	local	y	se	aplican	conforme	a	los	principios	de	residencia	efectiva	y	de	territorialidad,
según	los	casos”.

2.‐	ELABORACIÓN,	APROBACIÓN	Y	PUBLICACIÓN

Disposiciones	generales.‐	 Salvo	en	el	 caso	de	 los	 impuestos	obligatorios,	 las	entidades	 locales	deberán
acordar	la	imposición	y	supresión	de	sus	tributos	propios,	y	aprobar	las	correspondientes	ordenanzas
fiscales	reguladoras	de	estos.	

Respecto	de	los	impuestos	obligatorios,	los	ayuntamientos	que	decidan	hacer	uso	de	las	facultades	que
les	confiere	esta	ley	en	orden	a	la	fijación	de	los	elementos	necesarios	para	la	determinación	de	las
respectivas	cuotas	tributarias,	deberán	acordar	el	ejercicio	de	tales	facultades,	y	aprobar	las	oportunas
ordenanzas	fiscales.

Asimismo,	las	entidades	locales	ejercerán	la	potestad	reglamentaria,	bien	en	las	ordenanzas	fiscales
reguladoras	de	los	distintos	tributos	locales,	bien	mediante	la	aprobación	de	ordenanzas	fiscales	específi‐
camente	reguladoras	de	la	gestión,	liquidación,	inspección	y	recaudación	de	los	tributos	locales.

Contenido	de	las	ordenanzas	fiscales.‐	Las	ordenanzas	fiscales	contendrán,	al	menos:

a)	La	determinación	del	hecho	imponible,	sujeto	pasivo,	responsables,	exenciones,	reducciones	y
bonificaciones,	base	imponible	y	liquidable,	tipo	de	gravamen	o	cuota	tributaria,	período	impositivo
y	devengo.

b)	Los	regímenes	de	declaración	y	de	ingreso.

c)	Las	fechas	de	su	aprobación	y	del	comienzo	de	su	aplicación.
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TEMA	17.‐	HACIENDAS	LOCALES	III.	RÉGIMEN	JURÍDICO
DEL	GASTO	PÚBLICO	LOCAL:	LA	EJECUCIÓN	DEL	PRESUPUESTO.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	GASTO	PÚBLICO	LOCAL

El	régimen	jurídico	del	gasto	público	local	está	contenido	en	el	Texto	Refundido	de	la	Ley	Reguladora	de	las
Haciendas	Locales,	aprobado	por	Real	Decreto	Legislativo	2/2004,	de	5	de	marzo.	Hay	que	tener	en	cuenta
también	el	contenido	del	Real	Decreto	500/1990,	de	20	de	abril	por	el	que	se	desarrolla	el	capítulo	primero
del	título	sexto	de	la	Ley	de	Haciendas	Locales.

1.1.‐	NORMAS	GENERALES

Fases.‐	La	gestión	de	los	presupuestos	de	gastos	de	las	Entidades	locales	y	de	sus	Organismos	autónomos
se	realizara	en	las	siguientes	fases:

a)	Autorización	del	gasto.
b)	Disposición	o	compromiso	del	gasto.
c)	Reconocimiento	y	liquidación	de	la	obligación.
d)	Ordenación	del	pago.

Normas	 reguladoras	del	procedimiento	de	ejecución	del	presupuesto	de	gastos.‐	Las	Entidades	 locales
establecerán	en	las	bases	de	ejecución	del	presupuesto	las	normas	que	regulan	el	procedimiento	de
ejecución	de	los	presupuestos	de	gastos	en	el	marco	definido	por	las	leyes.

El	Pleno	de	la	Entidad	local	podrá	aprobar	Reglamentos	o	Normas	generales	que	desarrollen	los	procedi‐
mientos	de	ejecución	del	presupuesto;	en	este	supuesto	no	será	necesario	reiterar	dichas	normas	en	las
bases	de	ejecución	del	presupuesto,	bastando	una	remisión	expresa	a	aquéllas.

Autorización	del	gasto.‐	Es	el	acto	mediante	el	cual	se	acuerda	la	realización	de	un	gasto	determinado	por
una	cuantía	cierta	o	aproximada,	reservando	a	tal	fin	la	totalidad	o	parte	de	un	crédito	presupuestario.

La	autorización	constituye	el	inicio	del	procedimiento	de	ejecución	del	gasto,	si	bien	no	implica	relacio‐
nes	con	terceros	externos	a	la	Entidad	local.

Órgano	competente.‐	Dentro	del	importe	de	los	créditos	presupuestados	corresponde	la	autorización	de	los
gastos	al	Presidente	o	al	Pleno	de	la	Entidad,	o	a	los	órganos	facultados	para	ello	en	los	Estatutos	de	los
Organismos	autónomos	de	conformidad	con	la	normativa	vigente.

Las	bases	de	ejecución	del	presupuesto	para	cada	ejercicio	recogerán	las	delegaciones	o	desconcentracio‐
nes	que	en	materia	de	autorización	de	gastos	se	hayan	efectuado.	En	el	supuesto	de	delegaciones	o
desconcentraciones	con	carácter	permanente	bastará	una	remisión	expresa	a	éstas.
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TEMA	18.‐	LOS	PRESUPUESTOS	LOCALES:	CONTENIDO,
ESTRUCTURA,	PROCEDIMIENTO	DE	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN	INICIAL.

1.‐	LOS	PRESUPUESTOS	LOCALES

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

En	el	lenguaje	cotidiano,	un	presupuesto	es	el	cómputo	anticipado	del	coste	de	una	obra	o	inversión,	o	de	los
gastos	e	ingresos	de	una	institución	pública	o	privada.

En	el	ámbito	administrativo,	el	presupuesto	constituye	la	expresión	cifrada,	conjunta	y	sistemática	de	los
derechos	y	obligaciones	a	liquidar	durante	el	ejercicio	por	cada	uno	de	los	órganos	y	entidades	que	forman
parte	de	un	sector	público	determinado:	Estado,	Comunidad	Autónoma,	Corporación	Local,	Ente	Público,
Universidad	Pública...

El	presupuesto	público	persigue	reflejar	los	gastos	y	los	ingresos	previstos	para	un	ámbito	determinado	del
Sector	Público	en	un	período	de	tiempo	determinado.	Esto	significa	que	mide,	habitualmente	para	el	interva‐
lo	de	un	año,	los	créditos	que	como	máximo	se	destinarán	a	las	distintas	partidas	de	gastos,	así	como	las
previsiones	de	recaudación	y	 la	estimación	de	 los	 fondos	provenientes	de	otras	 fuentes	de	 ingresos.	El
presupuesto	público	constituye,	asimismo,	un	documento	político	que	recoge	la	declaración	de	intenciones
de	un	gobierno	cuantificada	monetariamente	para	un	ejercicio	anual.	El	presupuesto	público,	por	tanto,
sintetiza	desde	la	perspectiva	económica	y	financiera	el	plan	de	actuación	que	presidirá	la	gestión	pública
y,	en	este	sentido,	deberá	responder	a	las	siguientes	cuestiones:

•	Qué	hacer:	qué	políticas	se	van	a	llevar	a	cabo.

•	Quién	puede	gastar	y	hasta	qué	límite:	clasificación	orgánica	del	gasto.

•	Para	qué	se	hará	el	gasto:	clasificación	funcional	y	por	programas	del	presupuesto.

•	Cómo	se	hará	el	gasto:	clasificación	económica	del	gasto	público.

•	Cómo	se	va	a	recaudar	y	conseguir	los	ingresos	necesarios:	clasificación	económica	de	los	ingresos
necesarios.

Las	características	fundamentales,	por	tanto,	de	la	institución	presupuestaria	son	las	siguientes:

‐El	carácter	jurídico	del	documento	presupuestario:	el	presupuesto	es	una	previsión	normativa	que	ha
de	ser	aprobada	por	el	Parlamento	(u	órgano	competente	en	otra	Administración	Pública)	y	es	obligato‐
ria	para	el	órgano	de	gobierno.	Resulta,	en	consecuencia,	de	necesario	cumplimiento	para	el	Gobierno
y	la	Administración,	lo	cual	es	especialmente	relevante	para	el	caso	de	los	gastos	previstos,	ya	que	estos
establecen	el	límite	máximo	que	pueden	realizarse,	mientras	que	en	los	ingresos	se	trata	de	una	simple
previsión.

‐El	presupuesto	es	un	documento	de	elaboración	y	ejecución	periódica.
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TEMA	19.‐	DERECHOS	Y	DEBERES	DE	LOS	FUNCIONARIOS	LOCALES.

1.‐	DERECHOS	DE	LOS	FUNCIONARIOS	PÚBLICOS	LOCALES

1.1.- REGULACIÓN GENERAL DE RÉGIMEN LOCAL

El texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local (Real Decreto Legislati-
vo 781/1986) dispone sobre derechos de los funcionarios públicos locales lo siguiente:

Derechos.- Los funcionarios de la Administración local tendrán derecho a las recompensas, permisos,
licencias y vacaciones retribuidas previstas en la legislación sobre función pública de la Comunidad
Autónoma respectiva y, supletoriamente, en la aplicable a los funcionarios de la Administración del
Estado.

Derecho al cargo.- Se asegura a los funcionarios de carrera en las Entidades locales el derecho al cargo, sin
perjuicio de su adscripción a unos u otros puestos de trabajo, efectuada dentro de sus competencias
respectivas por los distintos órganos competentes en materia de funcionarios públicos locales. Los
funcionarios con habilitación de carácter nacional gozarán, asimismo, del derecho a la inamovilidad en
la residencia. También estarán asistidos del derecho de inamovilidad en la residencia los demás funcio-
narios, en cuanto el servicio lo consienta.

Las Corporaciones locales dispensarán a sus funcionarios la protección que requiere el ejercicio de sus
cargos, y les otorgarán los tratamientos y consideraciones sociales debidos a su rango y a la dignidad de
la función pública.

1.2.- REGULACIÓN DEL ESTATUTO BÁSICO DEL EMPLEADO PÚBLICO (EBEP)

El Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP) regula con carácter general los derechos de los empleados
públicos en los términos siguientes.

• DERECHOS INDIVIDUALES Y COLECTIVOS

Derechos individuales.- Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en
correspondencia con la naturaleza jurídica de su relación de servicio:

a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con
la progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evalua-
ción.




